DICTAMEN Nº44.910, de 8 de octubre de 2007.


ASOCIACIONES DE FUNCIONARIOS: competencia de Contraloría General respecto de las consultas de asociaciones de funcionarios – derecho a requerir información de las autoridades.


De conformidad con las disposiciones de la ley Nº10.336, y con las instrucciones sobre formulación de consultas impartidas por este organismo de Control a través del Oficio Circular Nº24.841, de 1974, a esta Contraloría General le corresponde conocer y pronunciarse respecto de las presentaciones deducidas por funcionarios públicos o por asociaciones de funcionario en su representación, en caso que de ellas se refieran a asuntos en que se haya producido una resolución denegatoria en relación a un derecho que le correspondía, o se haya omitido o dilatado una decisión por parte de la autoridad administrativa, habiéndola requerido el interesado, o bien cuando se reclamen vicios de legalidad que afecten los derechos que el  D.F.L. Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº18.834, confiere a los empleados en los términos previstos en el artículo 160 de dicho texto estatutario.


Cabe señalar, que tratándose de reclamaciones que puedan deducir los funcionarios públicos ante esta Contraloría General, las asociaciones gremiales de empleados sólo cuentan con atribuciones para representar a sus asociados en el evento de que ellos requieran expresamente su intervención, solicitud que debe constar en las presentaciones que las referidas agrupaciones formulen a este Organismo de Control, siendo necesario tener presente, además, que éste informará dichos reclamos en la medida que se refieran a situaciones específicas que afecten a servidores determinados, como consecuencia de concurrir alguno de los asuntos señalados en el párrafo anterior.


En otro orden de ideas, cabe anotar que de acuerdo con lo previsto en el artículo 25, inciso 4º y 5º de la ley Nº19.296, en relación con lo dispuesto en el artículo 7º, letras c) y d) de la misma ley, los directores de las asociaciones de empleados tienen derecho a requerir información de las autoridades de la institución correspondiente acerca de las materias y normas relacionadas con los objetivos de las agrupaciones que representan y los derechos y obligaciones de los afiliado, resultando imperativo para tales autoridades proporcionarla.

